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A menudo se describe la Transición como un acontecimiento único en 
la historia de España. Se da por supuesto que se trata de un suceso irrepe-
tible, en el que los líderes políticos y la sociedad civil hicieron gala de una 
gran madurez política, evitando los extremismos y los enfrentamientos y 
apostando por la normalización definitiva del país, es decir, por su homo-
logación con las democracias liberales del mundo occidental. Teniendo 
en cuenta que la historia de España desde 1800 es una concatenación casi 
ininterrumpida de guerras civiles, golpes de Estado, constituciones falli-
das y abusos de poder, la Transición supone, en este sentido, la superación 
definitiva de ese pasado tortuoso y conflictivo.

Sin cuestionar en absoluto que la Transición tuviera notas propias, 
cabe señalar también algunas líneas de fuerte continuidad con episodios 
constituyentes y de cambio de régimen anteriores. Es posible incluso tra-
zar algunos paralelismos llamativos, a los que no se ha prestado demasia-
da atención en la historiografía política y constitucional, con lo sucedido 
en 1810-1812, durante el primer cambio liberal, o en 1874-1876, cuando 
se sentaron las bases del régimen de la Restauración.

Este trabajo tiene dos partes. En la primera se examinan los rasgos pro-
pios de la Transición, buscando una reconstrucción equilibrada del perio-
do en la que se integran las reformas institucionales y las presiones popu-
lares. Encontrará el lector pocas novedades, si bien la combinación de 
rasgos que se aportan no coincide enteramente con la que aparece en otros 
trabajos sobre el periodo. En la segunda parte se desarrolla una compara-
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ción histórica con otras transiciones en España y se muestran unas conti-
nuidades que suelen pasarse por alto, tanto por lo que respecta al extraor-
dinario arraigo de la monarquía como por lo que toca al empeño en evitar 
durante el cambio la ruptura legal con el régimen anterior.

I. � LAS PECULIARIDADES DE LA TRANSICIÓN ESPAÑOLA

Los rasgos esenciales de la Transición son fácilmente identificables y 
hay cierto consenso académico sobre los mismos. Expongo a continuación 
de forma sumaria los cinco que a mi juicio son los más importantes: la dia-
léctica del cambio entre presiones populares y reformas institucionales, el 
continuismo legal, el control del cambio por las élites franquistas, la apa-
rición del consenso tras las primeras elecciones generales y un contexto 
general marcado por el conflicto y la violencia  1.

En primer lugar, el proceso de democratización fue resultado de una 
compleja dialéctica entre presiones populares y reformas políticas. Duran-
te los años 1976-1980 España es el país de Europa con mayores tasas de 
movilización (tanto huelgas como manifestaciones). Tras la muerte de 
Franco, hubo un ciclo muy intenso de protesta en la fábrica y en la calle. 
En las protestas laborales, las reivindicaciones eran en principio económi-
cas, pero, debido a la intransigencia de autoridades y empresarios, los tra-
bajadores se politizaban y exigían libertades y democracia. Asimismo, los 
partidos de izquierdas y los sindicatos de clase, aun estando en la clandes-
tinidad durante los primeros quince meses de la Transición, convocaron 
numerosas manifestaciones. En algunas ciudades de España se llegaron a 
vivir situaciones prerrevolucionarias (por ejemplo, en Sabadell, en Vitoria 
y en Getafe). Esa presión desde la sociedad civil impidió que se cumplie-
ran las previsiones del régimen, condensadas en el eslogan «después de 
Franco, las instituciones». Las élites franquistas no tuvieron más remedio 
que proceder a la reforma del sistema. Este juego entre presiones desde 
abajo y cambios desde arriba fue clave en la primera fase de la Transición, 
el periodo que va desde la muerte del dictador hasta la celebración de las 
primeras elecciones democráticas el 15 de junio de 1977. Que las cosas 
evolucionaran siguiendo este patrón resulta importante, pues en buena 

1  Un análisis más extenso puede encontrarse en R. Fishman e I. Sánchez-Cuenca, Las 
huellas de la Transición. 50 años de cambio y conflicto en democracia, Madrid, Catarata, 2025, 
caps. 1-2.
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medida cuestiona aquellos debates académicos y políticos en los que una 
de las partes atribuye la causa eficiente del cambio a la sociedad civil («los 
españoles conquistaron la democracia») y la otra a las élites políticas de la 
dictadura («el rey devolvió la democracia a los españoles»). En realidad, 
ambos planos estuvieron entrelazados y no se puede explicar el compor-
tamiento de cada actor (élites y pueblo) sin tener en cuenta el comporta-
miento del otro.

En segundo lugar, la democracia llegó a España mediante una reforma 
de la legalidad franquista. Tanto el primer Gobierno de la monarquía, el 
de Carlos Arias Navarro, como el segundo, el de Adolfo Suárez, se propu-
sieron modificar las instituciones franquistas siguiendo los procedimientos 
previstos en las Leyes fundamentales. Lo que distingue a estos Gobiernos 
es, en primer lugar, el objetivo último de la reforma y, en segundo, el méto-
do empleado para llegar a ese objetivo. Así, Arias Navarro, muy influido 
por los proyectos políticos de su vicepresidente Manuel Fraga, propuso 
una batería de reformas que liberalizaran el régimen. La más importante 
de todas ellas, que levantó suspicacias en los procuradores de las Cortes 
franquistas y, sobre todo, en el Consejo Nacional del Movimiento, consis-
tía en crear un legislativo bicameral, cuya cámara baja, siguiendo el pre-
cedente de las elecciones por el tercio familiar celebradas en 1967 y 1971, 
eligiera diputados por sufragio universal, sin participación del Partido 
Comunista, mientras que la cámara alta estuviese reservada para los inte-
reses corporativos; la cámara alta tendría poder de veto sobre las decisio-
nes acordadas en la baja. Para que pudieran realizarse elecciones, era pre-
ciso establecer el derecho de reunión, así como permitir la existencia de 
partidos políticos. Las reformas liberalizadoras diseñadas por Fraga eran 
múltiples y de naturaleza gradual. Encontraron una cierta oposición den-
tro del sistema y, ante el riesgo de bloqueo, el rey Juan Carlos I forzó la 
dimisión de Arias.

En la terna que el Consejo del Reino ofreció al rey para nombrar un 
nuevo presidente del Gobierno, Torcuato Fernández-Miranda, que presi-
día dicho Consejo, consiguió que figurara Adolfo Suárez junto a Grego-
rio López Bravo y Federico Silva Muñoz, estos últimos dos pesos pesados 
del régimen. Como es bien sabido, el rey eligió a Suárez, un candidato de 
menor calibre político que los otros. Suárez cambió rápidamente la orien-
tación de la reforma. Por una parte, el destino final ya no era un fran-
quismo liberalizado, sino una verdadera democracia. Por otra, el cami-
no para llegar hasta allí no podía ser la maraña de propuestas de la etapa 
anterior, que se había atascado en las instituciones del régimen, sino una 
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nueva Ley fundamental que diera paso a unas elecciones con partidos 
políticos y sufragio universal. Esa ley fue la Ley para la reforma política 
(LRP). Establecía un sistema bicameral, un sistema electoral proporcional 
con una fuerte corrección mayoritaria y un procedimiento simplificado 
para la reforma constitucional (en lugar de los dos tercios de las Cortes y 
referéndum exigidos en la Ley de sucesión de 1947, se requería solamen-
te una mayoría absoluta más referéndum, lo que favoreció enormemente 
la elaboración de la Constitución de 1978). Los principios de la LRP los 
diseñó Fernández-Miranda, quien explotó el resquicio que dejaba abier-
ta la Ley de sucesión para la modificación de las Leyes fundamentales. A 
pesar de que la Ley de principios fundamentales del Movimiento Nacio-
nal de 1958 parecía contener una cláusula de intangibilidad, pues decla-
raba que dichos principios fundamentales eran «por su propia naturale-
za permanentes e inalterables», el Gobierno de Suárez consideró que la 
propia Ley de 1958 era modificable según lo previsto en la Ley de suce-
sión. De ahí que la LRP pudiera desatar el nudo que Franco creyó dejar 
«atado y bien atado».

La maniobra legal del Gobierno de Suárez se encontró con una fuer-
te oposición de algunas figuras señeras del bunker franquista como Blas 
Piñar y José María Fernández de la Vega. Ambos insistieron en que la 
maniobra de la LRP era un fraude constitucional y una traición al régi-
men de Franco al que todos los procuradores habían jurado fidelidad. 
No obstante, la LRP se aprobó con una amplia mayoría (en una cámara 
de 531 procuradores, votaron a favor 425, 59 en contra y 13 se abstuvie-
ron). A este acto se le llamó popularmente el harakiri de las Cortes fran-
quistas porque, en la práctica, suponía una suerte de suicidio institucional 
del franquismo. En un trabajo anterior analicé con cierto detalle las razo-
nes por las que los procuradores votaron a favor de la LRP de forma tan 
abrumadora  2.

En tercer lugar, y como consecuencia del punto anterior, es decir, de 
la llegada de la democracia a través de una modificación de las Leyes fun-
damentales, las elites franquistas controlaron el ritmo y el alcance de las 
reformas. Aunque no pudieron burlar la presión que venía de abajo, sí 
pudieron dirigir el proceso sin apenas interferencias de la oposición. En la 
primera fase de la Transición, antes de las elecciones, hubo conversacio-
nes y encuentros discretos e informales entre lideres de la oposición y élites 

2  I.  Sánchez-Cuenca, Atado y mal atado. El suicidio institucional del franquismo y el 
nacimiento de la democracia, Madrid, Alianza Editorial, 2014.
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franquistas, pero no se produjeron negociaciones ni se alcanzaron acuer-
dos. Hasta tal punto fue así que la LRP se negoció entre las diversas fami-
lias del franquismo, sin participación de las plataformas opositoras, por lo 
que estas, insatisfechas con las maniobras de Suárez, convocaron una huel-
ga general el 12 de noviembre de 1976, cuatro días antes de que comenzara 
el debate en el pleno de las Cortes sobre la Ley. Aunque fue la mayor movi-
lización obrera de todo el franquismo, no consiguió su objetivo de parali-
zar el país. De la misma manera, la oposición propugnó la abstención en 
el referéndum de ratificación de la LRP que tuvo lugar el 15 de diciembre 
de aquel año. Era una forma de manifestar su decepción por una reforma 
cuyos contenidos se negociaban en el seno del régimen, sin que las fuerzas 
opositoras pudieran intervenir.

El continuismo legal, por tanto, favoreció a las élites franquistas. Como 
reconoció uno de ellos en sus memorias, José Miguel Ortí Bordás, un hom-
bre del Movimiento que pasó luego a la Unión de Centro Democrático 
(UCD) y terminó en Alianza Popular (AP), «Nosotros queríamos un cam-
bio político controlado, que en ningún momento pudiera escapársenos de 
las manos»  3. Gracias a su control de las instituciones, las élites reformis-
tas del franquismo mantuvieron la iniciativa del cambio en todo momento 
y, además, pudieron garantizar la impunidad del régimen. Su posición era 
tan fuerte que la oposición ni siquiera llegó a pedir cuentas por los abu-
sos y violaciones de derechos humanos de la etapa anterior. No solo eso: 
precisamente por su dominio de las instituciones, no hubo una renovación 
en el seno del Estado, a diferencia de lo que ocurrió en otras transiciones 
(como la portuguesa, sin ir más lejos). En ningún momento hubo purgas 
de jueces y policías comprometidos con la dictadura, o petición alguna de 
responsabilidades. Hasta tal punto llegó el continuismo que el personal del 
Movimiento Nacional se integró en la Administración por el decreto del 1 
de abril de 1977.

En cuarto lugar, hubo un cambio profundo en la dinámica de la Tran-
sición tras las elecciones de 1977. UCD, el partido que había creado Suá-
rez a su medida para vencer a Alianza Popular (el partido de Fraga apa-
recía en algunas encuestas como la fuerza favorita), ganó cómodamente 
las elecciones, mas se quedó lejos de la mayoría absoluta a la que aspi-
raba. Si se atiende a la distribución del voto por bloques ideológicos, las 
derechas (UCD y AP) y las izquierdas (PSOE, PCE y el Partido Socialis-
ta Popular de Enrique Tierno Galván) empataron con un 43 por 100 del 

3  J. M. Ortí Bordás, La transición desde dentro, Barcelona, Planeta, 2009, p. 299.
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voto cada uno (el resto correspondió a formaciones menores, muchas de 
ellas nacionalistas). En términos de representación parlamentaria, la cosa 
fue algo distinta, pues las derechas, en virtud del sistema electoral introdu-
cido en la LRP y luego desarrollado en el Real Decreto-ley 20/1977, de 18 
de marzo, obtuvo un 52 por 100 de los escaños (181) frente al 41 por 100 
de las izquierdas (144 diputados).

El equilibrio en los apoyos populares de las dos grandes familias ideo-
lógicas abrió dos alternativas. La primera era un bloqueo y enfrentamien-
to entre dichas familias. La segunda consistía en alcanzar acuerdos trans-
versales que dieran estabilidad a las nuevas reglas institucionales. Los 
recuerdos traumáticos de la Guerra Civil fueron cruciales para que final-
mente se optara por la segunda alternativa. Había un miedo muy genera-
lizado a reproducir los errores de los años treinta y que el país entrara en 
un nuevo abismo de violencia. Fue entonces, después de las elecciones, 
cuando se puso en práctica el consenso. El consenso no es una caracterís-
tica e la Transición en su conjunto, sino de un periodo claramente acotado 
en el tiempo, el que transcurre entra las primeras y las segundas eleccio-
nes generales, las de 1 de marzo de 1979. En el primer debate de inves-
tidura de la democracia, en 1979, Suárez afirmó categóricamente que el 
consenso había llegado a su fin. Es un error muy común en los estudios 
sobre la Transición proyectar hacia el pasado los consensos de 1977-79, 
afirmando que la Transición se hizo por consenso, cuando, según acaba-
mos de ver de modo sumario, en la primera fase no hubo acuerdos entre 
régimen y oposición, sino que las reformas las lideraron las élites aper-
turistas del régimen, bajo presión de la oposición pero sin intervención 
directa de esta en los cambios legislativos. En mi libro Atado y mal atado, 
contabilicé todas las veces que aparecía el término «consenso» en los 
periódicos El País y ABC a lo largo del periodo de la Transición: en el grá-
fico resultante era evidente que antes de las elecciones de 1977 apenas se 
usó el término en la prensa. Es entre 1977 y 1979 cuando todo el mundo 
habla de ello.

Los principales frutos del consenso fueron tres, la Ley de amnistía, los 
Pactos de la Moncloa y la Constitución. La Ley de amnistía fue la primera 
ley de la democracia. Aunque ya había habido medidas de gracia antes de 
las elecciones, esta amnistía suponía poner el contador a cero (aunque tuvo 
una excepción dolorosa, no se aplicó a los miembros de la Unión Militar 
Democrática) y, en cierto sentido, era lo más parecido a una ruptura que 
pudo conseguir la oposición. Alianza Popular se abstuvo en esta primera 
votación parlamentaria.
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Los Pactos de la Moncloa fueron cruciales para embridar una situa-
ción económica que estaba bastante descontrolada, con una tasa de infla-
ción muy elevada. A cambio de que las izquierdas (partidos y sindicatos) 
aceptaran fijar los salarios según la inflación prevista y no según la infla-
ción pasada, se mejoraba el seguro de desempleo, se introducía una fiscali-
dad moderna, estableciéndose el impuesto sobre la renta, se mejoraban las 
pensiones y se aumentaban los recursos de la Seguridad Social.

Más importancia, sin duda, tuvo la elaboración de la Constitución. En 
este aspecto, el espíritu del consenso tardó algo más en aparecer. La prime-
ra inclinación del Gobierno de Suárez fue preparar un borrador constitu-
cional al margen del parlamento, poniéndolo en manos del propio Ejecu-
tivo o de una comisión de expertos. La resistencia de la oposición forzó a 
Suárez a reconducir el proceso hacia el ámbito parlamentario. Se creó una 
comisión de siete personas en la que las derechas tenían mayoría (había tres 
miembros de la UCD, dos del PSOE, uno del PCE y otro de AP, aunque 
el PSOE renunció a uno de ellos en beneficio de los nacionalistas catalanes 
y vascos). Durante las primeras fases del proceso, la UCD y AP aplicaron 
una especie de «rodillo», aprobando numerosos artículos sin tener en cuen-
ta las demandas de los otros grupos. La situación se tensó y el PSOE tuvo 
que lanzar un ultimátum. A partir de aquel momento, Suárez entendió que 
le convenía llegar a acuerdos amplios con el resto de fuerzas.

Por último, en quinto lugar, debe señalarse que la Transición se desa-
rrolló en un contexto de conflicto y violencia. Durante su primera fase, la 
actividad represiva del Estado fue muy intensa. Entre la muerte de Franco 
y las primeras elecciones, veintisiete ciudadanos que no eran ni delincuen-
tes comunes ni terroristas murieron por violencia policial en manifesta-
ciones, huelgas, controles de carretera e incidentes varios. Concretamente 
quince personas perdieron la vida en manifestaciones. De acuerdo con los 
datos que reuní para mi libro Atado y mal atado, en esta primera fase de 
la Transición hubo cargas policiales en el 38 por 100 de las manifestacio-
nes (en la segunda fase baja al 20 por 100). Tras las elecciones de 1977, la 
actividad represiva del Estado se redujo, pero aumentó considerablemen-
te la violencia de los grupos armados que se oponían al cambio democrá-
tico o que no aceptaban las nuevas reglas de juego. El terrorismo adquirió 
una gran intensidad después de las primeras elecciones democráticas, no 
antes. Hubo terrorismo nacionalista (ETA militar y ETA político-militar), 
de extrema izquierda (GRAPO) y de extrema derecha (Batallón Vasco-
Español, Triple A, etc.). En todos los casos hubo un intento de desestabili-
zar la naciente democracia. En total, los distintos grupos terroristas mata-
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ron a 504 personas entre el 20 de noviembre de 1975 y el 31 de diciembre 
de 1982 (de los cuales, 361 corresponden a ETA y sus ramificaciones)  4.

A la vista de estos datos, resulta extraño afirmar que la Transición fue 
un proceso pacífico. Semejante tesis solo tiene sentido si el punto de refe-
rencia para la comparación es la Guerra Civil. Ahora bien, el hecho de que 
no se repitiera una guerra civil en los años setenta no significa que la Transi-
ción fuera pacífica. Sin ir más lejos, en Portugal, con una transición median-
te ruptura revolucionaria, hubo bastante menos violencia que en España.

Curiosamente, la fuerte conflictividad que acompañó a la Transición 
no contradice el elemento anterior, los consensos como nota definitoria 
de la segunda fase del cambio político. De hecho, cabe argumentar que 
los elevados niveles de violencia contribuyeron al éxito del consenso entre 
las grandes fuerzas políticas, pues al estar el sistema sometido a una pre-
sión subversiva de gran magnitud, los partidos políticos tenían mayores 
incentivos para alcanzar acuerdos amplios con la intención de proteger a 
la democracia de sus enemigos. Las amenazas externas suelen cohesionar 
a las fuerzas políticas.

*  *  *

Teniendo en cuenta que la Transición no es un fenómeno homogé-
neo, sino que tiene dos fases bien diferenciadas (la primera anterior a las 
elecciones de 1977, la segunda posterior a las mismas), se puede resumir 
el contenido de las páginas anteriores de la siguiente manera: i) la demo-
cracia llegó en España mediante un proceso dialéctico basado en presión 
popular desde abajo y, en reacción a la misma, reformas políticas desde 
arriba; ii) se impuso el continuismo legal («de la ley a la ley»), de modo que 
la democracia fue consecuencia de una reforma del sistema institucional 
del franquismo llevada a cabo según las previsiones legales del propio régi-
men, sin ruptura de tipo alguno; iii) precisamente porque hubo continuis-
mo legal, las élites del franquismo controlaron el proceso de cambio hasta 
las elecciones de 1977, sin negociar con las fuerzas de oposición, que per-
manecieron en la clandestinidad hasta el año electoral; con otras palabras, 
la oposición hizo inviable la supervivencia del franquismo, pero no nego-
ció el cambio democrático; iv) tras las elecciones de 1977, en las que se 
registró un apoyo popular idéntico a los partidos de derechas y de izquier-

4  Sobre estas cifras, remito a mi trabajo «La violencia terrorista en la transición españo-
la a la democracia», Historia del Presente, núm. 14 (2009), pp. 9-24.
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das, se alcanzaron grandes acuerdos (el consenso), que cristalizaron en tres 
elementos, la Ley de amnistía, los Pactos de la Moncloa y la Constitución 
de 1978, y v) todo el periodo de la Transición estuvo marcado por un fuer-
te nivel de conflictividad, manifestado en una intensa actividad represiva 
(sobre todo antes de las primeras elecciones) y en una actividad terrorista 
fortísima (sobre todo después de las elecciones de 1977).

II. � CONTINUIDADES HISTÓRICAS

Una vez caracterizados lo que a mi juicio son los rasgos principales de 
la Transición, me gustaría sugerir a continuación la posibilidad de estable-
cer algunos paralelismos con otros episodios de cambio político de nues-
tra historia, tanto por lo que toca a los procedimientos como a los conteni-
dos institucionales y constitucionales. Desde esta perspectiva, la Transición 
no fue un fenómeno único e irrepetible, sino un episodio más de una larga 
secuencia en la que se intentaron resolver algunos problemas fundamenta-
les de la política española. Presenta la Transición algunas diferencias, por 
descontado, pero también se aprecian similitudes sorprendentes con otros 
cambios de régimen anteriores.

Para entrar en materia, resulta útil comenzar recordando las cua-
tro grandes líneas de conflicto que estructuran la política española de los 
siglos xix y xx: la naturaleza de la soberanía (exclusivamente regia, exclu-
sivamente popular o nacional, o una combinación de ambas), la cuestión 
religiosa (confesionalidad o laicismo), la cuestión territorial (Estado cen-
tralizado o descentralizado) y la forma de Estado (monarquía o república). 
En cada momento histórico se han explorado distintas combinaciones de 
estos cuatro elementos.

En la primera transición de régimen en nuestra historia contemporá-
nea, la de Cádiz en 1810-1812, se opta por soberanía nacional, confesiona-
lidad, centralización y monarquía. Ese modelo evoluciona posteriormen-
te, en las constituciones de 1834, 1837, 1845 y 1876 se reparte la soberanía 
entre el rey y las Cortes (doctrinarismo), mientras que se mantienen los 
otros tres elementos (confesionalidad, centralismo y monarquía). La tran-
sición de 1868-1869 vuelve al modelo de Cádiz en las cuatro dimensiones, 
pero el nuevo régimen entra en una fase de inestabilidad aguda que culmi-
na con la breve experiencia republicana de 1873-1874. La única desviación 
importante se produce en la transición de régimen que lleva a la Segunda 
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República, que se caracteriza por soberanía popular (nacional), laicismo, 
descentralización y república.

El régimen político que se construye en la Transición se sitúa entre 
el modelo de Cádiz y el de la Segunda República: establece la soberanía 
nacional (como en Cádiz y la Segunda República), la laicidad (como en la 
Segunda República), la descentralización (como en la Segunda República) 
y la monarquía (como en Cádiz). El doctrinarismo ya se había extinguido a 
finales del siglo xx, por lo que lógicamente se opta por regresar al modelo 
original de 1812, basado en la soberanía nacional. Asimismo, se consagra 
la laicidad del Estado, algo que no puede calificarse de sorprendente dado 
el grado de modernización de la sociedad y la economía españolas. Atrás 
quedaba el infausto art. 12 de la Constitución de 1812 («La religión de la 
Nación española es y será perpetuamente la católica, apostólica, romana, 
única verdadera»). Este cambio no es sino reflejo de una época histórica 
muy diferente.

Con respecto a la cuestión territorial, es importante tener en cuenta 
que en 1810, cuando se inicia el proyecto liberal, no había más naciona-
lismo que el español. Si bien vascos y catalanes tenían tradiciones políti-
cas y jurídicas propias, no planteaban en aquel momento un trato dife-
renciado o una autonomía para sus territorios (la foralidad fue un asunto 
menor en los debates). En la Transición, sin embargo, España arrastra-
ba ya un siglo de debates sobre su naturaleza mono o plurinacional. En 
este ámbito, la Transición siguió el modelo de la Segunda República 
antes que el de Cádiz, lo que permitió, al menos durante las primeras dos 
décadas de democracia, que Cataluña y País Vasco, con sus particulari-
dades, se integraran eficazmente en el «demos» español, sin cuestionar-
lo hasta el anuncio del llamado Plan Ibarretxe primero y el procés cata-
lán un poco después  5.

El elemento de continuidad más llamativo entre la época de las Cortes 
de Cádiz y la Transición es la monarquía. En principio, la presencia de la 
monarquía en la Transición puede considerarse un legado del franquismo, 
que definió España como un reino en la Ley de sucesión de 1947 y nom-
bró a Juan Carlos de Borbón sucesor a título de rey en 1969. Fue una res-
tauración de la dinastía borbónica (saltándose al heredero natural, Juan 
de Borbón, padre de Juan Carlos). Era la segunda restauración de la his-
toria contemporánea española, siendo la primera la de 1874, con la coro-

5  Sobre esta cuestión, remito a mi libro La confusión nacional. La democracia española 
ante la crisis catalana, Madrid, Catarata, 2018.
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nación de Alfonso XII. Como ha señalado Javier Pérez Royo en sus traba-
jos sobre la monarquía, no hay precedentes en el contexto europeo de dos 
restauraciones (separadas además por un siglo de diferencia)  6. La monar-
quía ha sobrevivido sin sobresaltos en los países sin transiciones políticas, 
es decir, en las democracias tempranas que consolidaron sus sistemas polí-
ticos antes de las turbulencias del periodo de entreguerras (Bélgica, Dina-
marca, Gran Bretaña, Holanda, Noruega, Suecia). En cambio, en los paí-
ses que han sufrido inestabilidad política y han tenido discontinuidades de 
régimen, la monarquía ha terminado dando paso a repúblicas (Alemania, 
Austria, Francia, Grecia, Italia, Portugal y Suiza). España, por su desarro-
llo histórico, pertenece sin duda a este segundo grupo y, sin embargo, la 
monarquía ha sido capaz de regresar en dos ocasiones, 1874 y 1975. Esta 
querencia monárquica en un país con un pasado tan tortuoso y violento 
como España resulta anómala, se desvía claramente del patrón dominan-
te en Europa.

Para entender esta peculiaridad española, que afecta de lleno a la Tran-
sición, es importante recordar que en la tradición política de la España 
contemporánea la monarquía ha tendido a considerarse una realidad pre-
constitucional, un hecho prepolítico que viene dado por la historia y sobre 
el que no cabe cuestionamiento en la fase constituyente. En la primera 
transición, la del paso del Antiguo Régimen a la monarquía constitucional 
de 1812, los liberales no solo no contemplaron la posibilidad de que Espa-
ña no fuera una monarquía, sino que en el juramento que realizaron los 
diputados el 24 de septiembre de 1810, en la inauguración de las Cortes 
de Cádiz, se comprometían todos ellos, liberales y realistas, a mantener la 
religión católica como la única verdadera y a restablecer a Fernando VII en 
el trono. Tanto la religión como la corona eran datos anteriores e inamovi-
bles con respecto a cualquier reforma política que se quiera emprender. A 
la vista de estas limitaciones, no puede afirmarse que hubiera un momen-
to constituyente pleno en 1810 (que sí lo hubo en las revoluciones ameri-
cana y francesa).

Algo similar ocurrió en 1876, tras la restauración monárquica de 1874. 
Antonio Cánovas del Castillo dominó el proceso de elaboración consti-
tucional y su empeño máximo consistió en que la monarquía no forma-
ra parte de las deliberaciones sobre el nuevo proyecto. Así, se convocó 

6  J. Pérez Royo, «El ajuste de cuentas con la Monarquía como premisa para la edifica-
ción del Estado Constitucional», en V. J. Vázquez y S. Martín (eds), El rey como problema 
constitucional. Historia y actualidad de una controversia jurídica. Un Homenaje a Javier Pérez 
Royo, 255-300, Cizur Menor, Thomson Reuters Aranzadi, 2021.
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una asamblea formada por antiguos parlamentarios y el presidente de la 
misma, Luis Mayans, dijo estas palabras:

«El objeto de la reunión no es ni puede ser discutir la monarquía y la 
dinastía de Alfonso XII; esto son objetos que están fuera de discusión siem-
pre y que todos nosotros tenemos reconocidos sincera y lealmente. Nos 
reunimos aquí, pues, según la convocatoria, para tratar de establecer las 
bases de una legalidad común, afianzar el trono y la dinastía de Alfonso XII 
y restablecer el régimen constitucional y asegurar la libertad hermanándola 
con el orden y con los principios de equidad y de justicia necesarios para la 
conservación y el orden social»  7.

Nótese además que la Constitución de 1876, siguiendo los preceden-
tes de 1845 y 1837, no especificaba en el articulado que España fuera una 
monarquía, lo daba por supuesto, titulándose «Constitución de la monar-
quía española». Había, pues, una continuidad clara a la hora de considerar 
la monarquía como una realidad por encima del ejercicio constituyente.

En la Transición el patrón se mantiene, aunque con alguna variación 
(a diferencia de las constituciones de 1837, 1845 y 1876, la forma de Esta-
do sí se especifica en el art.  1.3). La corona aparece como una institu-
ción preexistente cuya autoridad no puede cuestionarse durante el perio-
do de cambio político. De hecho, la monarquía ya está constituida cuando 
comienza el periodo constituyente después de las elecciones de 1977 y, por 
eso mismo, el rey Juan Carlos I promulga la Constitución de 1978, pero no 
llega a jurarla en ningún momento, cosa que sí tuvo que hacer su hijo Feli-
pe, primero como príncipe de Asturias y luego al ser proclamado rey en 
2014. El hecho mismo de que Juan Carlos no jurase la Constitución es un 
poderoso indicador de que, efectivamente, su reinado se constitucionaliza 
en 1978, pero su legitimidad de origen sigue siendo la franquista.

En cierto sentido, toda la operación de cambio institucional que 
emprenden las élites franquistas está orientada a salvaguardar la monar-
quía frente a las reformas del sistema. Evidentemente, cuando comien-
zan los trabajos constitucionales, no hay ninguna restricción formal sobre 
las orientaciones que puedan seguir los representantes, como tampoco la 
hubo en 1876. No hizo falta, en cualquier caso, un recurso tan extremo 
como el juramento de los diputados de Cádiz, entre otras razones porque 
en el Congreso de 1977 había una mayoría absoluta monárquica encarna-

7  Citado en R. Sánchez Ferriz, «Génesis del proceso constitucional: la Comisión de los 
notables», Revista de Derecho Político, núm. 8 (1981), pp. 33-54, esp. p. 36.
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da en UCD y AP. Añádase a esto que Suárez, antes de las elecciones, ya 
había conseguido la aceptación de la monarquía por parte del PCE a cam-
bio de su legalización, con lo que la oposición de los comunistas a la coro-
na quedaba desactivada. Así lo hizo saber Santiago Carrillo en la rueda 
de prensa del 15 de abril de 1977, cuando, con la bandera rojigualda de 
fondo, afirmó que el dilema no era república o monarquía, sino dictadu-
ra o democracia.

En el caso del PSOE, Manuel Otero Novas, ministro de Suárez y per-
sona muy próxima a él, ha contado que tras una reunión entre Suárez y 
Felipe González, este se comprometió a aceptar la monarquía en la fase 
constituyente  8. De hecho, iniciados los trabajos constitucionales, el PSOE 
hizo una protesta republicana meramente testimonial, como tiempo des-
pués reconoció el propio ponente socialista, Gregorio Peces-Barba  9. En la 
comisión constitucional del Congreso, Luis Gómez Llorente zanjó la cues-
tión con estas palabras salomónicas: «Acatamos democráticamente la ley 
de la mayoría. Si democráticamente se establece la Monarquía, en tanto sea 
constitucional, nos consideramos compatibles con ella»  10.

Con otras palabras, el desarrollo de las reformas institucionales a lo 
largo del periodo transicional dificultó cualquier oposición a la monar-
quía. El Partido Comunista se encontraba atado de manos ya que el precio 
que se había puesto a su legalización era justamente la renuncia a la forma 
republicana de Estado. Por su parte, el PSOE no tuvo la fuerza necesaria 
para ejercer una oposición frontal a la corona, sabiendo además que había 
una mayoría suficiente para imponer la monarquía constitucional y que 
esta era una exigencia incondicional de los partidos de la derecha. Quizá 
por todo ello, Sabino Fernández Campo, quien fuera secretario general de 
la Casa Real entre 1977 y 1990 (y luego jefe la misma hasta 1993), escribió 
en 1998 que la monarquía «vino a ser quizá el único de los extremos que 
el vencedor de la guerra civil dejó “atado y bien atado”»  11.

Este repaso apresurado por algunas de las constituciones y transiciones 
que han marcado la historia de la España contemporánea muestra que, sin 

8  J. M. Otero Novas, «Prólogo: Mi idea de la Transición política», en P. González-
Pola, M.ª J. Lago y C. Conde (coords.), Los valores de la Transición política en el tiempo pre-
sente, Madrid, CEU, 2024, p. 18.

9  G. Peces-Barba, La elaboración de la Constitución de 1978, Madrid, Centro de Estu-
dios Políticos y Constitucionales, 1988, p. 45.

10  Comisión de asuntos constitucionales y libertades, Diario de Sesiones del Congreso de 
los Diputados, núm. 64, 11 de mayo de 1978, p. 2197.

11  S. Fernández Campo, «La Monarquía y la Constitución de 1978», Revista de Estudios 
Políticos, núm. 44 (1998), pp. 209-224, esp. p. 209.

569 Foro 2025.indb   453569 Foro 2025.indb   453 28/5/26   23:1028/5/26   23:10



Ignacio Sánchez-Cuenca� Impacto político y constitucional de la transición...

Foro, Nueva época, vol. 28 (2025): 441-457454

perjuicio de las características especiales de la Transición, esta comparte 
con episodios anteriores la protección de la monarquía como una realidad 
preconstitucional. Las analogías no acaban aquí. Cabe referirse también a 
la continuidad legal. En este caso, el parecido guarda relación no tanto con 
un elemento específico del sistema político (como la monarquía) sino con 
la forma en que cambia el régimen político. Si regresamos al origen, a las 
Cortes de Cádiz en 1810-1812, son muchos los autores que han reconoci-
do el fuerte influjo historicista de la Constitución de 1812. Como es bien 
sabido, el discurso preliminar, elaborado en lo fundamental por Agustín 
de Argüelles, afirmaba que «nada ofrece la Comisión [de Cortes] en su 
proyecto que no se halle consignado del modo más auténtico y solemne en 
los diferentes cuerpos de la legislación española»  12. De la misma manera, el 
preámbulo de la Constitución de 1812 se remitía a «las antiguas leyes fun-
damentales de esta Monarquía, acompañadas de las oportunas providen-
cias y precauciones». En el debate en Cortes se dijeron cosas muy pareci-
das por parte de los principales oradores liberales.

Los estudiosos del periodo no se han puesto de acuerdo sobre el sig-
nificado último de este tipo de mensajes y declaraciones. Para algunos 
intérpretes, los liberales adoptaron un lenguaje historicista para rebajar el 
alcance de las novedades que se estaban proponiendo en un país que, en 
muchos aspectos, era entonces fuertemente tradicionalista y podía revol-
verse contra las innovaciones liberales. Así, se procuró disimular en lo 
posible la gran similitud entre la Constitución gaditana y la francesa de 
1791. Esto era especialmente importante porque la mayoría de los espa-
ñoles colaboraban en el esfuerzo bélico contra el ejército y las autorida-
des napoleónicas. Nada podía ser más inconveniente en aquellos momen-
tos que presentarse como imitadores de la Revolución Francesa. De ahí el 
recurso constante a la historia antigua, destacando las raíces medievales o 
visigóticas de la nueva Constitución: desde este punto de vista, la división 
de poderes y el establecimiento de una monarquía moderada no serían 
sino actualizaciones de una tradición muy antigua que se quebró con la lle-
gada de la dinastía de los Austrias a España.

Para otros intérpretes, en cambio, el historicismo no es un mero disi-
mulo, sino que tiene que ver con la manera en que los liberales españoles 
entendían la legitimidad política. Aunque se apelara a la soberanía nacio-
nal, esta había de ejercerse dentro de los límites marcados por la historia 

12  A. de Argüelles, Discurso preliminar a la Constitución de 1812, Madrid, Centro de 
Estudios Constitucionales, 1981, p. 67.
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de España. El modelo político propio de la nación española era la monar-
quía católica moderada. Siempre que se respetase ese punto de partida 
podían presentarse mejoras y desarrollos del modelo, pero sin salirse de 
él. Para los liberales, la soberanía nacional cabía en ese modelo, lo que no 
podía sino significar que la soberanía estaba constreñida, es decir, que no 
podía trascender ni la monarquía ni la confesionalidad católica. Hay múl-
tiples textos liberales de la época y de las décadas posteriores que apuntan 
en esa dirección. Por razones que no puedo presentar en este trabajo sin 
desviarme demasiado del propósito original, creo que esta segunda inter-
pretación se ajusta mejor a la realidad histórica. Entre las modulaciones 
propias del liberalismo español se cuenta un historicismo muy acusado.

Lo que me interesa destacar en este punto es que, más allá de cuál sea 
la lectura correcta del historicismo liberal, el tránsito del Antiguo Régi-
men al orden liberal se presentó, al menos entre sus promotores liberales, 
como una transformación respetuosa del modelo original de la monarquía 
católica moderada, es decir, se dio por supuesto que había una continui-
dad legal y constitucional entre las leyes fundamentales del reino y la nueva 
Constitución de 1812. Sirva como ejemplo el decreto en el que se suprime 
la Inquisición en 1813, apelando a la Ley ii, título xxvi de la Partida VII. 
Incluso si esta forma de presentación del proyecto político liberal fue una 
mera maniobra para hacer más digerible el nuevo sistema en un país con-
servador con un control casi total de la vida social por parte de la Iglesia, 
la maniobra requería una cierta verosimilitud. Dicha verosimilitud solo se 
logró afirmando la naturaleza imprescriptible de la religión católica y la 
esencia monárquica de España; en definitiva, restringiendo el alcance del 
poder constituyente.

Si bien las diferencias históricas son obvias y enormes, no deja de ser 
curioso que, casi dos siglos después, la democracia postfranquista nacie-
ra como un orden político que no cortaba con las leyes fundamentales del 
franquismo. Había de nuevo una continuidad legal, según hemos visto 
anteriormente, encarnada en la fórmula «de la ley a la ley». Podía instau-
rarse una democracia, de la misma manera que se instauró un orden cons-
titucional en 1812, pero siempre como un desarrollo interno de las leyes 
fundamentales preexistentes.

En la historia contemporánea de España, el único momento en que se 
ha ejercido un poder constituyente pleno es en la Segunda República (y 
quizá también en 1869). Tal vez el final trágico de la República influyera en 
los protagonistas de la Transición, quienes quisieron evitar nuevos riesgos 
de confrontación aceptando en consecuencia la estrategia continuista. Sin 
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embargo, hay poderosas razones para pensar que el problema de la Repú-
blica, más allá de las tensiones socioeconómicas propias de aquel periodo, 
estribaba en que se aprobara una constitución poco integradora, una cons-
titución de la que se sintieron excluidas las fuerzas conservadoras y católi-
cas. Había sucedido lo mismo en varias constituciones anteriores, que fue-
ron breves por parciales  13. Al fin y al cabo, debe recordarse que pese al 
historicismo tradicionalista de la Constitución de 1812, la monarquía cons-
titucional tuvo una duración muy breve, apenas dos años; en cuanto Fer-
nando VII regresó a España, organizó una especie de auto-golpe, encabe-
zado por el general Elío, para acabar con toda la obra de Cádiz. Tenía el 
apoyo de los segmentos más conservadores, quienes creyeron que las refor-
mas liberales iban demasiado lejos y ponían en peligro el catolicismo y la 
monarquía. Las únicas constituciones que han durado en España han sido 
las de 1876 y 1978, las dos que, mediante procedimientos distintos, aspira-
ban a una integración de las principales fuerzas políticas. En 1876 se hizo a 
través de una suerte de pacto de colusión por el que conservadores y libe-
rales se repartían el poder por turnos; en 1978, instaurando un pluralismo 
democrático. Si la dificultad para estabilizar el orden constitucional radi-
caba en el espíritu de parte, las restricciones sobre el poder constituyente 
no eran estrictamente necesarias. En suma, en momentos críticos de la his-
toria española, los cambios de régimen se han llevado a cabo mediante un 
poder constituyente débil, con objeto de legitimar el nuevo régimen políti-
co a partir de regímenes anteriores.

III. � CONCLUSIONES

Llama la atención que la mayor parte de los análisis de la Transición 
se limiten a examinar el periodo en cuestión sin alzar la vista hacia expe-
riencias anteriores de cambio de régimen en la historia de España. A mi 
juicio, algunos de esos análisis pasan por alto que no todo fue original en 
el periodo postfranquista y que, enfrentado el país a un cambio de régi-
men, resurgieron propuestas y procedimientos que se habían ensayado 
mucho tiempo antes. A mi juicio, tanto el objetivo de blindar la monarquía 
a toda costa (primero en el proceso de cambio político, posteriormente en 

13  Desarrollo este argumento en mi trabajo «Constitutions: Exclusion, Collusion, and 
Inclusion», en C. Boix y P. Beramendi (eds.), Twisted Modernization. The Political Economy 
of Contemporary Spain, Cambridge, Cambridge University Press (en prensa, 2026).
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el Título II de la Constitución) como el empeño en el continuismo legal 
entroncan con episodios anteriores, sobre todo con los cambios decisivos 
de 1812 y 1876. A pesar de la incertidumbre que atravesó el periodo de la 
Transición, al final las incógnitas se fueron resolviendo a partir de ejem-
plos que ya se habían practicado en otros momentos de nuestra historia. 
El peso del pasado histórico apenas se ha explorado en los estudios sobre 
la Transición, pero cabe establecer un arco histórico amplio que se abre en 
1812 y se cierra en 1978.
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